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Proceso:    
Acción de Tutela – Desestima los amparos solicitados

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-00434-00

 
 66001-22-13-000-2017-00437-00
Accionante: 
JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
Accionado:
JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA y otro

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
PLURALIDAD DE ACCIONES INTERPUESTAS POR LOS MISMOS HECHOS Y CONTRA LAS MISMAS PARTES. Dispone el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes”. Esta norma viene al caso, porque, desde el auto que le dio impulso a estas actuaciones acumuladas y según la información del despacho judicial demandado, como se puede observar en las copias que se agregaron (f. 15 a 23), el señor Arias Idárraga promovió en la misma fecha, cuatro acciones completamente idénticas, contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito y el agente del Ministerio Público de esta ciudad, respecto de la misma acción popular. (…) [A]dicionalmente, que los asuntos se encuentran en el mismo estado, sin fallo conocido aún, y ello dará lugar a la aplicación de la norma citada al inicio, para desestimar las pretensiones invocadas. Se absolverá a los citados de oficio al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos invocados.
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Acta N° 245 de mayo 11 de 2017
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia promovidas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito y el  agente del Ministerio Público de esta ciudad, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y el Banco Davivienda SA.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias, quien actúa en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad y el agente del Ministerio Público local, en las que aduce violación “a las garantías procesales, debido proceso, art. 13 CN”.
Aduce, en cada una de ellas que: “He solicitado el desarchivo de la acción popular #2014-162 empero el despacho se Niega a desarchivar y me exige que pague el valor del desarchivo olvidando que la acción popular es una Acción Constitucional donde No se cobra el desarchivo” –sic- , y que el procurador delgado no garantiza sus derechos dentro del asunto.

Pidió, por tanto, que se ordene al juzgado desarchivar la acción popular de la referencia amparado en el artículo 6 de la Ley 270, modificado por la Ley 1285; que el Procurador indique en qué ha consistido su actuar y si ha hecho efectivas sus garantías procesales o si incumple las Leyes 734 y 472; que se aporte copia de esta demanda a la acción popular.





Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y del Banco Davivienda SA.

El Juzgado dio cuenta del estado actual del proceso; que el interesado no ha hecho petición por escrito sobre el particular, pero la secretaría en forma verbal le ha hecho saber sobre la obligación del pago del arancel del que se duele; se advierte que por los mismos hechos y pretensiones formuló otras dos acciones de las que conocen las Salas presididas por dos magistrados de la Corporación radicadas con los números 2017-00435 y 2017-00436.
Frente a ello, se decretó como prueba de oficio traer copias de las mismas y constancia sobre su estado (f. 13 a 23). La Procuraduría se refirió a su gestión en defensa de los intereses colectivos.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos arriba señalados, por la inconformidad que le causa al accionante el hecho de que en el juzgado demandado se le hubiere informado que para poder tener acceso a un proceso que se encuentra en el archivo, debe proceder al pago de arancel judicial, cuando se trata de una acción popular que reviste carácter constitucional.
  



Dispone el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes”. 

  



Esta norma viene al caso, porque, desde el auto que le dio impulso a estas actuaciones acumuladas y según la información del despacho judicial demandado, como se puede observar en las copias que se agregaron (f. 15 a 23), el señor Arias Idárraga promovió en la misma fecha, cuatro acciones completamente idénticas, contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito y el agente del Ministerio Público de esta ciudad, respecto de la misma acción popular. 
 



En efecto, en todas y cada una de ellas expresa: 

 “He solicitado el desarchivo de la acción popular #2014-162 empero el despacho se Niega a desarchivar y me exige que pague el valor del desarchivo olvidando que la acción popular es una Acción Constitucional donde No se cobra el desarchivo. El Procurador delegado en la acción popular hoy tutelada no garantiza mis garantías procesales pese a q debe actuar en la acción y no lo hace” –sic. Y las pretensiones igualmente conducen todas a que: (i) se ordene al juzgado desarchivar la acción popular de la referencia amparado en el artículo 6 de la Ley 270, modificado por la Ley 1285; (ii) que el Procurador indique en qué ha consistido su actuar y si ha hecho efectivas sus garantías procesales o si incumple las Leyes 734 y 472; (iii) que se aporte copia de esta demanda a la acción popular –f. 1, 2, 4, 5,15, 16, 20, 21.
  



Es decir, que hay identidad de partes, pues el accionante en todos los casos es Javier Elías Arias Idárraga y los accionados son el Juzgado Cuarto Civil del Circuito y el agente del Ministerio Público locales; los los hechos y las pretensiones coinciden plenamente, a lo que se suma la invocación de los mismos derechos fundamentales.
   



Sobre estos supuestos ha dicho la Corte Constitucional
, que:

   


“Bajo este orden de ideas, la Sala debe resaltar que la jurisprudencia ha establecido los requisitos que soportan y condicionan la improcedencia por duplicidad de acciones y, por tanto, ha fijado el conjunto de condiciones a las que se debe remitir el juez en orden a confirmar la existencia de la infracción.  Cada una de ellas recalca la obligación de comprobar la completa identidad entre los elementos de cada solicitud de amparo a partir de cuatro pasos, y –además- de inspeccionar si existe un justificante relevante de dicho actuar. La sentencia de unificación citada, indicó textualmente lo siguiente:

“8.  Para deducir que una misma demanda de tutela se ha interpuesto varias veces, con infracción de la prohibición prevista en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, es indispensable acreditar: 

 “(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición persona de natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.
“(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo o sucesivo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.
“(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o el amparo de un mismo derecho fundamental. 

“(iv) Por último, y como se dijo anteriormente, a pesar de concurrir en un caso en concreto los tres (3) primeros elementos que conducirían a rechazar la solicitud de tutela, el juez constitucional tiene la obligación a través del desarrollo de un incidente dentro del mismo proceso tutelar, de excluir la existencia de un argumento válido que permita convalidar la duplicidad en el ejercicio del derecho de acción. Esta ha sido la posición reiterada y uniforme de esta Corporación, a partir de la interpretación del tenor literal de la parte inicial del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual: “Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemte todas a solicitudes”
.

“Esto ha permitido entender el alcance del “juramento” previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el cual se limita a requerir del tutelante la manifestación de no haber presentado respecto de los mismos hechos, entre las mismas partes y con el mismo objeto otra acción de tutela, pues dicha declaración no puede llegar al extremo de impedir que a partir de nuevos fundamentos de hecho se justifique el ejercicio de la misma acción tutelar.” 
   



Como se ve, cada uno de ellos se cumple en este caso, sin perder de vista, adicionalmente, que los asuntos se encuentran en el mismo estado, sin fallo conocido aún, y ello dará lugar a la aplicación de la norma citada al inicio, para desestimar las pretensiones invocadas. Se absolverá a los citados de oficio al asunto, por no hallar de su parte trasgresión alguna de los derechos invocados.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, desestima los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y el agente del Ministerio Público local.
 



Se absuelve a los demás intervinientes.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 

  







Con salvamento de voto
� Así lo expuso en la sentencia T-231-08, en la que transcribió apartes de la sentencia SU-713 de 2006.





�   Subrayado por fuera del texto legal.
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